	Recurso de Revisión:
	01223/INFOEM/IP/RR/2026

	Recurrente:
	XXXX

	Sujeto Obligado:
	Secretaría de Seguridad

	Comisionada Ponente:
	María del Rosario Mejía Ayala




	Recurso de Revisión:
	01223/INFOEM/IP/RR/2026

	Sujeto Obligado:
	Secretaría de Seguridad

	Comisionada Ponente:
	María del Rosario Mejía Ayala



Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México; de fecha uno (01) de julio dos mil veintiséis.

VISTAS las constancias para resolver el Recurso de Revisión 01223/INFOEM/IP/RR/2026, presentado por XXXX, a quien en lo sucesivo se denominará EL RECURRENTE, en contra de la respuesta otorgada a la Solicitud de Información con número de folio 00641/SSEM/IP/2025, por parte de la Secretaría de Seguridad, en adelante EL SUJETO OBLIGADO, se emite la presente Resolución con base en los siguientes:

[bookmark: _heading=h.gjdgxs]A N T E C E D E N T E S

1. El día diecinueve de diciembre dos mil veinticinco, se presentó ante el Sujeto Obligado vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense, en adelante (SAIMEX), la siguiente solicitud de información pública:

“CON FUNDAMENTO EN EL ARTICULO 1° Y 8° CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, Y CON SUSTENTO EN LA TESIS CON REGISTRO DIGITAL: 2000299, EMANADA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, ASÍ COMO TAMBIÉN CON APOYO DEL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EXOFFICIO; Y EN EJERCICIO DE MI DERECHO DE PETICIÓN SOLICITO SABER LO SIGUIENTE: CARGO, ADSCRIPCION Y FACULTADES Y ATRIBUCIONES DEL SERVIDOR PUBLICO DE NOMBRE: JORGE ALEJANDRO CASAS ESTRADA.”
· Se eligió como modalidad de entrega de la información: a través de SAIMEX

2. El veintidós de enero de dos mil veintiséis, el SUJETO OBLIGADO envió su respuesta a la solicitud de acceso a la información a través de SAIMEX, mediante tres archivos denominados 0641 RESPUESTA.pdf, ANEXO SEIS.pdf y, ACTA DE LA PRIMERA SESIÓN ORDINARIA 2026.pdf, cuyo contenido corresponde a un oficio suscrito por el Encargado de la Unidad de Transparencia mediante el cual informa de la respuesta emitida, un anexo en que consta una prueba de daño y el Acta de la Primera Sesión Ordinaria del Comité de Transparencia en el que se clasifican los datos solicitados como reservados.

3. El uno de febrero de dos mil veintiséis, la parte Recurrente interpuso el recurso de revisión a través de SAIMEX, en donde se manifestó de la siguiente manera:

· Acto impugnado: 
“La respuesta a la solicitud de información número 00641/SSEM/IP/2025, notificada mediante el oficio de fecha 22 de enero de 2026, a través de la cual se niega el acceso a la información solicitada consistente en: Cargo, adscripción, facultades y atribuciones del servidor público Jorge Alejandro Casas Estrada.”

· [bookmark: _heading=h.30j0zll]Razones o motivos de inconformidad:
“PRIMERO. La autoridad no cumple con los requisitos de la "Prueba de Daño", ya que emite una respuesta genérica sin demostrar cómo el conocer el cargo y las facultades legales de un servidor público pone en riesgo su vida. Las facultades son información pública de oficio según el Art. 92 de la Ley de Transparencia Local. SEGUNDO. Se violenta el Principio de Máxima Publicidad. La autoridad se niega a entregar incluso las atribuciones legales que por reglamento son públicas, sin ofrecer una versión pública que proteja los datos que ellos consideran sensibles, optando por la opacidad total. TERCERO. La reserva es desproporcionada. No existe nexo causal probado entre el nombre del servidor y un peligro real y específico, vulnerando mi derecho de petición y acceso a la información previsto en los artículos 6° y 8° de la Constitución Federal.”

· Se agrega el documento denominado ACTA DE LA PRIMERA SESIÓN ORDINARIA 2026.pdf, 0641 RESPUESTA.pdf y ANEXO SEIS.pdf, que corresponden a los mismos archivos entregados en respuesta, antes descritos.

4. Con fecha tres de febrero dos mil veintiséis, este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, admitió a trámite el recurso de revisión que ahora se resuelve, dando un plazo máximo de siete días hábiles para que las partes manifestaron lo que a su derecho resultara conveniente, ofrecieran pruebas, formulen alegatos y el SUJETO OBLIGADO presentará su informe justificado.

5. El SUJETO OBLIGADO en fecha seis de febrero de dos mil veintiséis, rindió informe justificado, mismo que no fue notificado a la parte RECURRENTE por las consideraciones que se precisarán en párrafos subsecuentes. Por su parte el solicitante, no realizó manifestaciones que a su derecho conviniera y asistiera.
6. [bookmark: _GoBack]Seguidamente, mediante Acuerdo de fecha veinticinco de junio de dos mil veintiséis, se amplió el término para resolver, consecutivamente se decretó el cierre de instrucción mediante Acuerdo de misma fecha, por lo que no habiendo más que hacer constar, y
C O N S I D E R A N D O

[bookmark: _heading=h.3znysh7]PRIMERO. Competencia
7. Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5, párrafos trigésimo séptimo, trigésimo octavo y trigésimo noveno fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _heading=h.2et92p0]SEGUNDO. Procedencia.
8. Este Órgano Garante considera que el medio de impugnación reúne los requisitos de procedencia toda vez que: el recurso fue presentado dentro del plazo establecido en el artículo 178 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; asimismo no se tiene conocimiento de que se encuentre en trámite algún medio de defensa presentado por el Recurrente ante otra instancia.
9. Por otro lado, es de suma importancia señalar que la parte recurrente no proporciona un nombre completo como se advierte en el detalle de seguimiento del SAIMEX, no obstante lo anterior, no proporcionar el nombre completo no es motivo para archivar la solicitud de acceso a la información pública como concluida, conforme a lo previsto en el artículo 155, penúltimo párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que establece lo siguiente:
"Las solicitudes anónimas, con nombre incompleto o seudónimo serán procedentes para su trámite por parte del sujeto obligado ante quien se presente. No podrá requerirse información adicional con motivo del nombre proporcionado por el solicitante."

10. Finalmente, el escrito contiene las formalidades previstas por el artículo 180 último párrafo de la citada Ley de la Materia, por lo que es procedente que este Instituto conozca y resuelva el presente Recurso de Revisión.

[bookmark: _heading=h.tyjcwt]TERCERO. Del planteamiento de la Litis.
11. Se solicitó tener acceso, a la información que a continuación se simplifica:
· Del servidor público referido en la solicitud de información:  cargo, adscripción y facultades y atribuciones del servidor público

12. Inconforme con la respuesta, el solicitante interpuso recurso de revisión de manera general en contra de la clasificación de la información. En dichas condiciones, la controversia a resolver en el presente proveído, corresponde a determinar si se actualiza la causal de procedencia prevista en el artículo 179, fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. De modo tal que el presente recurso de revisión se abocará en determinar si el Sujeto Obligado con su respuesta ciertamente actualiza la causal de procedencia señalada. 

CUARTO. Estudio y resolución.
13. Determinado lo anterior; revisaremos la atención otorgada por el Sujeto Obligado a la solicitud que dio origen a este recurso, considerando imprescindible establecer lo que la regulación determina, por ello, en primer lugar, vamos a revisar lo que mandata nuestra Ley de Transparencia local, en su artículo 12, el cual establece que quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma, del mismo modo, el artículo 18, establece que los Sujetos Obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen.

14. Asimismo, es relevante mencionar que el artículo 19, del ordenamiento local de la materia señala que se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados y en caso de que dichas facultades no se hayan ejercido, se deberá motivar la respuesta en función de las causas que motivaron tal circunstancia.

15. Los artículos antes citados, refieren que el derecho de acceso a la información pública es un derecho humano que abarca el solicitar, investigar, difundir y buscar información que se encuentre en los archivos de los sujetos obligados, ya sea porque estos las generaron o la poseen en atención a sus funciones, por lo que se le considera un bien común de dominio público, toda vez que al tratarse de acciones ejercidas por un servidor público, este lo hace en representación del Estado, por lo que le pertenece a todos y debe ser accesible a cualquier persona, ya sea que los particulares la puedan consultar por encontrarse publicada en cualquier medio de difusión o porque la requieren a través de una solicitud de acceso a la información, siempre y cuando no encuadre en una de las excepciones contempladas por la ley.

16. [bookmark: _heading=h.yyd5k2btbpux]Dicho lo anterior es necesario recordar la respuesta, misma que versa en la clasificación como reservada del cargo, adscripción y facultades y atribuciones del servidor público; al respecto, como bien refiere el ahora RECURRENTE en principio lo solicitado no correspondería a información clasificada, toda vez que el cargo, generalmente es información pública, pues forma parte del ejercicio de una función pública; las  facultades y atribuciones, generalmente son públicas, ya que derivan de la normatividad aplicable al puesto.

17. Sin embargo, en el caso concreto, la información susceptible de clasificación no recaía sobre los datos expresamente solicitados por la persona particular, sino sobre el pronunciamiento que, en su caso, permitiera identificar la naturaleza operativa de la función desempeñada por el servidor público de referencia. 

18. Ello, toda vez que, al haber advertido el SUJETO OBLIGADO que la persona respecto de la cual se requirió información se encontraba adscrita a áreas operativas, o cualquier otra unidad estratégica de seguridad pública, la información cuya divulgación podría generar un riesgo a los bienes jurídicos tutelados por la normativa aplicable era precisamente aquella que permitiera conocer dicha condición.

19. En ese orden de ideas, resultaba innecesario que el Sujeto Obligado, mediante el Acta de la Primera Sesión Ordinaria del Comité de Transparencia de la Secretaría de Seguridad, aprobara la clasificación como información reservada de aquella que permita individualizar o identificar al personal operativo, cuando en el caso concreto dicha circunstancia era la susceptible de ser clasificada.

20. En consecuencia, y a fin de evitar la continuación de la divulgación indebida de información susceptible de clasificación, lo jurídicamente procedente consiste en ordenar al SUJETO OBLIGADO emitir un nuevo pronunciamiento respecto de la solicitud de acceso a la información y elaborar una nueva determinación, mediante el procedimiento de clasificación de lo inicialmente solicitado, al ser datos cuya publicidad pueden continuar comprometiendo la identificación del servidor público del que ya fue revelado tiene el carácter operativo, como lo es área de adscripción, facultades y atribuciones, aun cuando estos inicialmente no eran susceptibles de clasificación.

21. Ello, en atención a que, analizados de manera conjunta y en las circunstancias particulares del caso, pueden constituir elementos que permitan continuar con la identificación del servidor público, aun y cuando lo inicialmente correcto, era la clasificación exclusiva del pronunciamiento.

22. En esa tesitura, resulta pertinente señalar que el Acuerdo de Clasificación y la prueba de daño inicialmente proporcionados por el Sujeto Obligado no pueden ser considerados como elementos idóneos para sustentar la reserva de la información, al encontrarse viciados de origen; ello es así, porque durante el desarrollo de la prueba de daño, particularmente al justificar la existencia de un riesgo real, demostrable e identificable, se revela de manera expresa y reiterada que el servidor público respecto del cual versa la solicitud pertenece al personal operativo de la Secretaría de Seguridad.

23. En consecuencia, si precisamente esa circunstancia constituye información cuya divulgación se estima susceptible de afectar el bien jurídico tutelado y, por ende, debía ser objeto de clasificación desde un inicio, resulta jurídicamente incongruente que el propio Sujeto Obligado la haga del conocimiento de la persona solicitante al pretender justificar la reserva. Tal contradicción priva de eficacia al Acuerdo de Clasificación y a la prueba de daño originalmente emitidos, pues éstos se sustentan en la divulgación de la misma información cuya protección pretendían salvaguardar.

24. Por ello, dichos documentos no pueden servir de fundamento para tener por acreditada la procedencia de la clasificación originalmente realizada (más aún que esa no era una etapa en la que se debieron clasificar y la clasificación resultó procedente una vez interpuesto el recurso de revisión), siendo necesario entonces que el SUJETO OBLIGADO emita un nuevo Acuerdo de Clasificación y una nueva prueba de daño, prescindiendo de cualquier nueva revelación de información previamente susceptible de clasificación y observando las formalidades y requisitos previstos en la normativa aplicable.

25. En ese sentido, se debe de mencionar que el de acuerdo con el artículo 46 de la Ley de Transparencia y de Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, es quien regula como debe de estar integrado el Comité de Transparencia de los sujetos obligados, quienes se encargan de discutir y aprobar los acuerdos del Comité en los que se determina la clasificación de la información. 
Artículo 46. Los sujetos obligados integrarán sus Comités de Transparencia de la siguiente forma: 
I. El titular de la unidad de transparencia; 
II. El responsable del área coordinadora de archivos o equivalente; y 
III. El titular del órgano de control interno o equivalente.
También estará integrado por el servidor público encargado de la protección de los datos personales cuando sesione para cuestiones relacionadas con esta materia. 
Todos los Comités de Transparencia deberán registrarse ante el Instituto

26. Seguidamente, el artículo 47 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información del Estado de México y Municipios, establece que el Comité de Transparencia de los sujetos obligados es la autoridad máxima al interior de cada sujeto obligado. 
Artículo 47. El Comité de Transparencia será la autoridad máxima al interior del sujeto obligado en materia del derecho de acceso a la información. 
El Comité de Transparencia adoptará sus resoluciones por mayoría de votos. En caso de empate, la o el Presidente tendrá voto de calidad. A sus sesiones podrán asistir como invitados aquellos que sus integrantes consideren necesarios, quienes tendrán voz pero no voto. 
El Comité se reunirá en sesión ordinaria o extraordinaria las veces que estime necesario. El tipo de sesión se precisará en la convocatoria emitida. 
Los integrantes del Comité de Transparencia tendrán acceso a la información para determinar su clasificación, conforme a la normatividad aplicable previamente establecida por los sujetos obligados para el resguardo o salvaguarda de la información. 
En las sesiones y trabajos del Comité, podrán participar como invitados permanentes, los representantes de las áreas que decida el Comité, y contará con derecho de voz, pero no voto. 
Los titulares de las unidades administrativas que propongan la reserva, confidencialidad o declaren la inexistencia de información, acudirán a las sesiones de dicho Comité donde se discuta la propuesta correspondiente.

27. En esa línea, de conformidad con la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, regula lo referente a la prueba del daño que el SUJETO OBLIGADO bajo las siguientes consideraciones. 
Artículo 129. En la aplicación de la prueba de daño, el sujeto obligado deberá precisar las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, justificando que: 
I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable del perjuicio significativo al interés público o a la seguridad pública; 
II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda; y 
III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio. 

Artículo 130. Los sujetos obligados deberán aplicar, de manera restrictiva y limitada, las excepciones al derecho de acceso a la información y sólo podrán invocarlas cuando acrediten su procedencia, sin ampliar las excepciones o supuestos de reserva o confidencialidad previstos en la Ley General y la presente Ley, aduciendo analogía o mayoría de razón. 

Artículo 131. La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los supuestos de clasificación previstos en esta Ley corresponderá a los sujetos obligados; en tal caso deberá fundar y motivar debidamente la clasificación de la información, de conformidad con lo previsto en la presente Ley.

28. Por su parte, los Lineamientos Generales en Materia de la Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, considera lo siguiente en cuanto a la prueba de daño y la clasificación de la información como reservada. 
Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113, fracción X de la Ley General, podrá considerarse como información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al actualizarse los siguientes elementos:
I.        La existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite;
II.       Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento;
III.      Que la información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso, y
IV.      Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantías del debido proceso.
 
Trigésimo. De conformidad con el artículo 113, fracción XI de la Ley General, podrá considerarse como información reservada, aquella que vulnere la conducción de los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, siempre y cuando se acrediten los siguientes elementos:
I.        La existencia de un juicio o procedimiento administrativo materialmente jurisdiccional, que se encuentre en trámite, y
II.       Que la información solicitada se refiera a actuaciones, diligencias o constancias propias del procedimiento.
Para los efectos del primer párrafo de este numeral, se considera procedimiento seguido en forma de juicio a aquel formalmente administrativo, pero materialmente jurisdiccional; esto es, en el que concurran los siguientes elementos:
1. Que se trate de un procedimiento en el que la autoridad dirima una controversia entre partes contendientes, así como los procedimientos en que la autoridad, frente al particular, prepare su resolución definitiva, aunque sólo sea un trámite para cumplir con la garantía de audiencia, y
2. Que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento.
No serán objeto de reserva las resoluciones interlocutorias o definitivas que se dicten dentro de los procedimientos o con las que se concluya el mismo. En estos casos deberá otorgarse acceso a la resolución en versión pública, testando la información clasificada.

29. Seguidamente, para la prueba de daño los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, consideran lo siguiente.
Trigésimo tercero. Para la aplicación de la prueba de daño a la que hace referencia el artículo 104 de la Ley General, los sujetos obligados atenderán lo siguiente:
I.        Se deberá citar la fracción y, en su caso, la causal aplicable del artículo 113 de la Ley General, vinculándola con el Lineamiento específico del presente ordenamiento y, cuando corresponda, el supuesto normativo que expresamente le otorga el carácter de información reservada;
II.       Mediante la ponderación de los intereses en conflicto, los sujetos obligados deberán demostrar que la publicidad de la información solicitada generaría un riesgo de perjuicio y por lo tanto, tendrán que acreditar que este último rebasa el interés público protegido por la reserva;
III.      Se debe de acreditar el vínculo entre la difusión de la información y la afectación del interés jurídico tutelado de que se trate;
IV.      Precisar las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, a través de los elementos de un riesgo real, demostrable e identificable;
V.       En la motivación de la clasificación, el sujeto obligado deberá acreditar las circunstancias de modo, tiempo y lugar del daño, y
VI.      Deberán elegir la opción de excepción al acceso a la información que menos lo restrinja, la cual será adecuada y proporcional para la protección del interés público, y deberá interferir lo menos posible en el ejercicio efectivo del derecho de acceso a la información.
Trigésimo cuarto. El periodo máximo por el que podría reservarse la información será de cinco años. El periodo de reserva correrá a partir de la fecha en que el Comité de Transparencia confirme la clasificación del expediente o documento.
Los titulares de las áreas deberán determinar que el plazo de reserva sea el estrictamente necesario para proteger la información mientras subsistan las causas que dieron origen a la clasificación, salvaguardando el interés público protegido y tomarán en cuenta las razones que justifican el periodo de reserva establecido. Asimismo, deberán señalar las razones por las cuales se estableció el plazo de reserva determinado.
Excepcionalmente, los sujetos obligados, con la aprobación de su Comité de Transparencia, podrán ampliar el plazo de reserva hasta por un periodo de cinco años adicionales, siempre y cuando se justifique que subsisten las causas que dieron origen a su clasificación.

30. De lo anterior, como ya quedo establecido en párrafos anteriores el RECURRENTE pretende acceder a información que se encuentra en juicios administrativos y judiciales que no han quedado firmes, situación por la cual el entregar la información puede alterar los procedimientos de los expedientes referidos en respuesta. 

31. Resulta importante señalar que la información que se clasifica bajo la premisa de reservada no pierde el carácter de pública, sino que se reserva temporalmente del conocimiento público, es decir, que por un tiempo determinado, se conservará y custodiará la información de manera especial, y una vez transcurrido el plazo de reserva, el documento podrá divulgarse.

32. Luego entonces, el Acuerdo del Comité de Transparencia deberá corresponder manera fundada y motivada declare lo solicitado como información reservada. 

33. Al respecto fundar y motivar adecuadamente la clasificación de la información como reservada, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 141 de la Ley de Transparencia del Estado, las causales de reserva se deberán fundar y motivar, a través de la aplicación de la prueba de daño.

34. Para entender los alcances de la fundamentación y motivación, sirve de sustento la tesis visible en la página 450, Tomo XIV, Noviembre de 1994, del Apéndice del Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, que literalmente dice: 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, CONCEPTO DE. La garantía de legalidad consagrada en el artículo 16 de nuestra Carta Magna, establece que todo acto de autoridad precisa encontrarse debidamente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero la obligación de la autoridad que lo emite, para citar los preceptos legales, sustantivos y adjetivos, en que se apoye la determinación adoptada; y por lo segundo, que exprese una serie de razonamientos lógico-jurídicos sobre el por qué consideró que el caso concreto se ajusta a la hipótesis normativa.

35. Así, para considerar que se cumple con la formalidad destacada, la autoridad emisora de un acto de autoridad que incida en la esfera de derechos de un particular, debe darle a conocer a este,  en detalle y de manera completa, en la actuación de que se trate, la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de la autoridad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación de manera insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, por lo que, la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, debe de exponer los hechos relevantes para decidir, citando la norma y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.

36. Tal criterio se advierte de la tesis jurisprudencial I.4o.A. J/43, sustentada por el Cuarto Tribunal en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en la página 1531 del Tomo XXIII, Mayo de 2006, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta correspondiente a la Novena Época, que dice: 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.

37. Finalmente, al haberse hecho del conocimiento del ahora RECURRENTE información clasificada como reservada, es necesario dar vista a la Secretaría Técnica del Pleno, de conformidad con el artículo 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como el artículo 19 fracción XXVII del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, a efecto de que determine lo conducente.  

38. Así, con fundamento en lo prescrito en los artículos 36 fracciones II y III, 186 fracción I y 192 fracción V de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios el Pleno de este Órgano Garante:

39. Por lo anteriormente expuesto y fundado, este Órgano Garante emite los siguientes: 
[bookmark: _heading=h.rcc32z4mn6z4]R E S O L U T I V O S

PRIMERO. Resultan parcialmente fundadas las razones o motivos de inconformidad hechos valer en el Recurso de Revisión 01223/INFOEM/IP/RR/2026, en términos del Considerando Cuarto de la presente Resolución.

SEGUNDO. Se REVOCA la respuesta otorgada a la Solicitud de Información 00641/SSEM/IP/2025 y se ORDENA a la Secretaría de Seguridad entregar, vía SAIMEX, la siguiente información:

a) [bookmark: _heading=h.7whlf4gz8lvr]El Acuerdo emitido por el Comité de Transparencia, mediante el cual, de manera debidamente fundada y motivada, se determine la procedencia de clasificar como información reservada la relativa al cargo, adscripción, facultades y atribuciones del servidor público a que se refiere la solicitud de acceso a la información.

TERCERO. NOTIFÍQUESE la presente Resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado vía SAIMEX, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. Notifíquese al RECURRENTE la presente Resolución a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX).

QUINTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente Resolución.

SEXTO. Se hace del conocimiento del RECURRENTE que, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en caso de que considere que la resolución le cause algún perjuicio podrá impugnar vía juicio de amparo en los términos de las leyes aplicables.

SÉPTIMO. Gírese oficio a la Secretaría Técnica del Pleno de este Instituto la presente Resolución, a fin de que de conformidad con el artículo 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios se determine lo conducente, en términos de lo señalado en el Considerando CUARTO de la presente Resolución.

[bookmark: _Hlk99014733]ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA EMITIENDO VOTO PARTICULAR Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA; EN LA VIGÉSIMA CUARTA SESIÓN ORDINARIA, CELEBRADA EL UNO (01) DE JULIO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.
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